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La lógica de Mercado impuesta en la política de Educación Superior, a la luz del 
Liberalismo Político de John Rawls. 
 




El liberalismo político de John Rawls está enmarcado en la construcción de principios de justicia 
que permitan la cooperación social, a través de la distribución de derechos esenciales entre los 
ciudadanos, de manera tal que se cuente con un mínimo de garantías que les permitan mejorar su 
calidad de vida. Sin embargo estos parámetros de distribución no son suficientes, frente a las 
dinámicas de las sociedades actuales, por lo que el modelo de maximización del reparto 
consagrado en la teoría Rawlsiana y la conceptualización de derechos como “bienes primarios”, 
puede devenir en lógicas que solo promuevan su ejercicio pleno a aquellos cuya riqueza les permita 
el goce de los mismos; tal y como es el derecho a la educación, puesto que si bien es cierto el 
Estado busca garantizar su acceso en los niveles básicos, pareciera que la posibilidad de ingresar 
a una universidad se redujera a un número selecto de afortunados que pueden costearla o que se 
encuentran subsidiados de una u otra forma; ello se evidencia en programas como Ser Pilo Paga o 
Generación E, los cuales son medidas paliativas frente al problema de acceso y cobertura de la 
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Abstract 
 
The political liberalism of John Rawls is framed in the construction of principles of justice that 
allow social cooperation, through the distribution of essential rights among citizens, so that there 
is a minimum of guarantees that allow them to improve their quality of life. However, these 
distribution parameters are not enough, compared to the dynamics of current societies, so the 
distribution maximization model enshrined in the Rawlsian theory and the conceptualization of 
rights as "primary goods", can become logics that only promote their full exercise to those whose 
wealth allows them to enjoy them; as is the right to education, since although it is true that the 
State seeks to guarantee access at basic levels, it would seem that the possibility of entering a 
University would be reduced to a select number of lucky people who can afford it or who they find 
subsidized in one way or another; This is evident in the Ser Pilo Paga and E Generation programs, 
which are a palliative measures against the problem of access and coverage of higher education, 
but which does not seem to respond to the problems that plague the education policy. 
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La postura filosófica y política de John Rawls ha propugnado por la consolidación de principios 
de justicia para ello considera en primer lugar, que todas las personas tienen derechos y libertades 
que deben ser garantizados, en segundo lugar estos derechos son ejercidos a través de instituciones 
que deben buscar el máximo beneficio para la comunidad. 
Por lo anterior Rawls concibe los derechos como bienes primarios los cuales obedecen a un criterio 
de maximización del reparto, en el que la distribución de dichos bienes debe beneficiar a los menos 
favorecidos. Sin embargo, la vaguedad con la que Rawls define bien primario no permite por un 
lado, determinar con precisión frente a qué tipo de derechos se refiere y por el otro, al concebir 
derechos como bienes ello puede derivar, en una lógica de mercado que profundice las 
desigualdades sociales; un ejemplo de esto es el derecho a la educación superior, que al ser 
concebido como un bien primario es susceptible de ser interpretado en términos mercantiles los 
cuales invisibilizan a los sujetos cuyo poder adquisitivo es menor.  
Es por ello que el propósito de este ensayo será analizar la política de educación superior 
implementada en el país a través de los postulados esbozados por Rawls en el liberalismo político, 
por lo cual se requiere en primer lugar describir los principios de justicia, en segundo lugar analizar 
el concepto de bienes primarios como derechos, para de esta forma establecer la afectación 
generada al concebir el derecho a la educación superior como un bien y valorar los impactos 
generados por dicho programa. 
 
 
1. Conceptualización de los principios de Justicia 
Los planteamientos neocontractualistas de John Rawls han propugnado por la consolidación de un  
pacto bajo el cual  una sociedad de hombres libres e iguales que cooperen entre sí pueda ser posible; 
por ello realizaba un llamado a la construcción racional de principios que permitieran regular la 
sociedad, lo cual se ve plasmado en su obra El Liberalismo Político, texto en el cual explora acerca 
de las posibilidades con las que cuentan los ciudadanos para vivir en una sociedad en la que la 
legitimidad y la estabilidad de la misma no se encuentren subordinadas a las diferentes ideologías 
que suscriben sus ciudadanos o como el las denomina “Doctrinas Comprensivas”, sino que se 
cimiente bajo una idea de la Justicia como imparcialidad, 
primero, proponiendo dos principios de justicia que sirvan de guía acerca del modo 
en que las instituciones básicas deben hacer efectivos los valores de la libertad y de 
la igualdad; segundo, especificando un punto de vista a partir del cual, a diferencia 
de otros principios conocidos de justicia, puedan verse estos principios como más 
apropiados a la idea de ciudadanos democráticos considerados como personas 
libres e iguales. (Rawls, 1995, p.30) 
Para ello considera necesario que dichos principios de justicia orienten el ejercicio político de 
todos aquellos miembros de la sociedad; el primero de estos se refiere a que cada persona tiene la 
facultad de exigir derechos y libertades básicos e igualitarios que sean garantizados y el segundo, 
que las desigualdades sociales y económicas se justifican siempre que se encuentren relacionadas 
con puestos y cargos que sean ejercidos bajo una lógica de máximo beneficio para todos los 
miembros del Estado; por lo que considera, que estos parámetros son los que se deben respetar si 
se pretende que una sociedad se encuentre bien ordenada (Rawls, 1995).  
De lo anterior se puede entender que la concepción razonable de justicia de Rawls se fundamenta 
en que la vida en comunidad es posible, siempre que tanto los individuos como las instituciones, 
dirijan su actuar bajo los ya mencionados lineamientos de justicia ideal, por lo cual resulta 
pertinente abordarlos de manera particular a cada uno de ellos.  
El primer principio de justicia se centra en los derechos básicos sobre los cuales se debe contar 
con suficientes garantías para su ejercicio, puesto que “las necesidades básicas de los ciudadanos, 
sean satisfechas cuando menos en la medida en que su satisfacción es necesaria para que los 
ciudadanos entiendan y puedan ejercer fructíferamente esos derechos y esas libertades” (Rawls, 
1995, p.32). Ello lleva a entender que con un goce mínimo de libertades, los ciudadanos pueden 
desarrollar sus planes de vida, por lo que es necesario que estas prerrogativas fundamentales se 
encuentren en cabeza de todos sin ningún tipo de diferenciación, tal y como lo señala Rawls se 
requiere que sea un “esquema que sea compatible con el mismo esquema para todos; y en este 
esquema, las libertades políticas iguales, y sólo esas libertades, tienen que ser garantizadas en su 
valor justo.” (p.31). 
 La citada acepción Rawlsiana establece que primigeniamente los hombres deben ser vistos como 
iguales, lo cual significa que la ley no puede imponer distinciones que transgredan los derechos de 
los ciudadanos por razones de sexo, raza, condición socioeconómica, etc., es por ello que los 
contenidos esenciales de una constitución deben estar encaminados a la promoción de derechos 
universales e inherentes a la condición humana, en razón a que todos los ciudadanos son acreedores 
de los mismos por lo que deben contar con igualdad de condiciones materiales para su ejercicio, 
ya que de este tipo de derechos depende la posibilidad de tener una vida digna.  
En consecuencia, es imperioso que la consolidación de estos derechos trascienda del ámbito formal 
y se materialice sustancialmente proveyendo a los miembros del Estado herramientas para su 
utilización, por lo que estos derechos y libertades básicas se encuentran estrechamente ligados a 
los derechos políticos los cuales están relacionados con el desenvolvimiento de los ciudadanos 
dentro de una sociedad democrática moderna, por lo cual todos deben tener la posibilidad de 
acceder a cargos públicos, a elegir y ser elegidos, a asociarse, etc., lo cual en últimas se traduce 
como igualdad de oportunidades.  
Respecto del segundo principio de justicia, este hace referencia a que si bien es cierto se debe partir 
de un plano de igualdad, también es necesario determinar cuándo se puede tolerar un trato 
diferenciado de sujetos que en principio son iguales; esto atendiendo a situaciones sociales y 
económicas que conllevan a que se produzca un trato distintivo. Estas desigualdades, deben ser 
toleradas siempre y cuando tengan relación con puestos y cargos accesibles a todos, lo cual 
significa que haya habido igualdad de oportunidades para obtener estas distinciones y que el 
ejercicio de las mismas, represente un beneficio para los menos afortunados; lo cual lleva inmerso 
el ideal de Rawls de una sociedad cooperativa.  
Este principio dentro de la teoría Rawlsiana es visto desde dos perspectivas, la primera relacionada 
con el acceso a iguales oportunidades para los ciudadanos que cuenten con los mismos talentos, 
independientemente de si nacieron ricos o pobres “En todas las partes de la sociedad deben existir 
aproximadamente las mismas perspectivas de cultura y logros para aquellos motivados y dotados 
de manera similar” (Rawls, 2001, p.44). La segunda perspectiva, corresponde a lo que Rawls ha 
denominado “El principio de Diferencia” a través del cual se busca distribuir la riqueza de una 
manera equitativa, de modo que si existen desigualdades sean en pro de beneficiar a los ciudadanos 
cuyos recursos económicos sean menores y que por dicha condición, se encuentren en una 
situación de vulnerabilidad mayor al de sus conciudadanos más afortunados, esto permite en 
términos de Rawls que “la sociedad como un sistema justo de cooperación social entre personas 
libres e iguales, consideradas integrantes verdaderamente cooperadores de la sociedad durante 
toda su vida.”(Rawls, 1995, p.34).   
Estos principios son los pilares dentro de la teoría Rawlsiana para la estructuración del Estado 
debido a que llevan inmersa una pretensión de equidad, pues plantean que de manera razonable 
todos los miembros de una comunidad, han de recibir a través de una distribución ecuánime los 
derechos básicos o como los definirá Rawls, “bienes primarios” que les permitan convivir, pero 
a su vez propenden por una distribución de la riqueza que sea beneficiosa para quienes cuentan 
con menores recursos.   
De igual forma para el filósofo norteamericano, la aceptación y aplicación de los ya mencionados 
principios de justicia, requiere que se dé un consenso entre las diferentes “doctrinas 
comprensivas” que se encuentran presentes en  la sociedad, de manera tal que la estructuración de 
las instituciones bajo las cuales se desenvolverá el Estado de Derecho sea posible; debido a que es 
a través de esas instituciones, mediante las cuales los ciudadanos pueden ejercer los derechos y 
libertades básicos que Rawls denomina bienes primarios. 
 
2. Bienes Primarios como Derechos 
Rawls tiene una concepción política de la justicia en la que la idea de bien como racionalidad 
orienta el funcionamiento de las instituciones públicas ante las que los ciudadanos libres e iguales 
exigen la satisfacción de sus necesidades; las cuales públicamente han sido aceptadas como 
esenciales para el desarrollo de una vida digna. Esta idea de bien, debe sustentarse en la 
aquiescencia que manifiesten todos los miembros de la sociedad, por lo cual es necesario que 
aquello que se defina como “bien”, sea común a todos y permita el desarrollo de un plan de vida 
racional.  
Es por ello que dentro de una concepción de la justicia, debe estar presente “un entendimiento 
político de lo que hay que reconocer públicamente como necesidades de los ciudadanos, lo cual, 
por consiguiente, resulta benéfico para todos” (p.176) , el hecho de que se enuncie que dichos 
bienes deben ser provechosos, implica que su distribución tal y como se refiere Rawls, no obedezca 
a los lineamientos de una determinada doctrina comprensiva, sino que se debe sustentar en el 
respeto para con los otros independientemente de su postura ideológica. 
Así las cosas, para materializar la idea de bien asociada a todos los ciudadanos, es necesario que 
existan ciertos criterios que permitan que los nacidos dentro de una determinada sociedad, puedan 
autorealizarse y contribuir dentro de su entorno, lo cual Rawls define como bienes primarios 
básicos, enunciándolos de la siguiente forma: 
• “los derechos y libertades básicas, que también se dan en una lista aparte 
• La libertad de desplazamiento y la libre elección de ocupación en un marco de diversas 
oportunidades  
• Los poderes y prerrogativas de los puestos y cargos de responsabilidad en las 
instituciones políticas y económicas de la estructura básica 
• Ingresos y riqueza, y por último , 
• Las bases sociales de respeto a sí mismo ” (p. 177) 
Estos bienes corresponden a las condiciones sin las cuales no es posible desarrollar una vida plena, 
por las que en razón de su satisfacción los seres humanos deciden vivir en comunidad, lo cual 
denota el interés de todos porque estos bienes, efectivamente sean materializados a través de 
instituciones justas que actúen consecuentemente con los principios de justicia. A su vez y pese a 
“que aunque los ciudadanos no tienen iguales capacidades, si poseen, por lo menos en grado 
mínimo esencial, las capacidades morales, intelectuales y físicas que les permiten ser integrantes 
plenamente cooperadores de la sociedad en toda una vida.” (p. 179), se debe procurar que las 
diferencias o “variaciones” existentes entre los miembros de una sociedad, posibiliten los mayores 
beneficios dentro del sistema de cooperación bajo el cual viven sus vidas.  
Asimismo señala que, 
Los ciudadanos en tanto que libres e iguales en derechos deberán estar en libertad 
de hacerse cargo de sus vidas, y de que cada cual espera que los demás adapten su 
concepción del bien a su esperada participación en los bienes primarios. La única 
restricción sobre los proyectos de vida es que estos proyectos sean compatibles con 
los principios públicos de la justicia, y que las exigencias o reclamaciones sólo se 
promuevan en cuanto a ciertas clases de cosas (bienes primarios) y en las formas 
que especifican tales principios. Esto implica que los sentimientos fuertes y 
aspiraciones muy profundas hacia ciertas metas no pueden, como tales, motivar que 
la gente reclame la asignación de recursos sociales, ni para exigir a las instituciones 
públicas que asignen recursos para lograr esos fines. Los deseos y las aspiraciones, 
por fuertes que sean, no constituyen por si mismas razones válidas en materia de 
elementos constitucionales esenciales ni en materia de justicia básica. (p.185) 
Para desarrollar el postulado anterior, Rawls acude a un proceso de distribución en el que se 
permite que cada persona pueda desarrollar su proyecto de vida, por lo que la distribución que se 
realice de los bienes primarios deberá efectuarse de manera igualitaria, salvo que las 
desigualdades, representen mayores beneficios para los menos favorecidos; buscando de esta 
manera que nadie saque provecho de otro, sino que si existen desigualdades, estas sirvan al 
sostenimiento del bienestar general.  
Sin embargo, esta interpretación distributiva1 en la que los derechos son concebidos como bienes; 
puede derivar en una lógica de apropiación y mercantilización, las cuales hacen parte del modelo 
económico actual, en el que el poder adquisitivo determina la manera en la cual se ejerce o no un 
derecho. Lo anterior, debido a que con el transcurrir del tiempo, se ha construido un sistema 
enmarcado bajo las lógicas del libre mercado; en lo que todo es susceptible de ser vendido y 
comprado, es por ello que el individuo ya no es percibido como un sujeto de derechos, sino como 
 
1 Los planteamientos distributivos de Rawls han sido objeto de críticas por parte de distintos pensadores dentro de los 
cuales se puede destacar Amartya Sen, Milton Fisk y Michael Walzer. El primero señala que las pretensiones de 
igualdad de los individuos a las que se adhiere Rawls no resultan en efecto prácticas por lo que la supuesta igualdad 
de oportunidades no es la misma para todos. Lo cual redunda en que el planteamiento distributivo de Rawls resulte 
problemático puesto que ignora la diversidad de los seres humanos. Asimismo, señala que los bienes en sí mismos no 
generan el bienestar o la igualdad sino las posibilidades que tiene cada individuo de acceder a ellas; como parafrasea 
Echeverry (2012) “Si las personas fueran similares, el índice de bienes primarios sería una buena manera de juzgar 
las desventajas, pero las personas tienen necesidades originadas en distintas circunstancias como la salud, las 
condiciones climatológicas, las condiciones de trabajo, los ingresos entre otras. Además los bienes se ven sometidos 
a relaciones que los hombres establecen frente a ellos, cual es el caso de ingresos y oportunidades de empleo, 
educación y satisfacción personal por citar algo.” Esta diferenciación entre miembros de la sociedad, específicamente 
en cuanto a sus capacidades bien sean económicas o intelectuales, redunda en la posibilidad con la que se cuenta para 
sacar provecho de los bienes primarios dentro del espectro distributivo, es decir que dependiendo de los medios con 
los que se cuente, es posible el disfrute o no de determinados bienes.  
Por su parte, Milton Fisk expone que, dentro del Liberalismo Político, la concepción de bienes primarios tiene un 
carácter formal, pero carece de elementos sustanciales, puesto que son producto de una “sociedad bien ordenada” en 
términos de Rawls, pero no contemplan la heterogeneidad de metas existentes en una sociedad. Lo anterior debido a 
que los bienes primarios se encuentran enfocados hacia la satisfacción de necesidades, en el marco de un plan de vida 
individual, pero sin una perspectiva común y solidaria. Por tal razón plantea en contraposición el concepto de “Bienes 
públicos” los cuales responden a un sentimiento comunitario, en el que convergen multiplicidad de metas sociales. 
“Donde los recursos son del tipo que todos necesitan para elegir sus planes de vida, proveer una fuente confiable 
para esos recursos se convierte en una meta social.” (Fisk, 2004, p.106). 
Ahora bien, Michael Walzer precisa que, en una sociedad diversa, existen distintos tipos de bienes sociales, los cuales 
han sido construidos a partir de las necesidades de la comunidad y que su distribución debe ser efectuada atendiendo 
el contexto al que pertenecen. Lo anterior, en razón a que es la conciencia colectiva, la que legitima lo que es justo, 
por lo que no puede existir un criterio único de distribución, ello se refleja en lo que Walzer ha definido como igualdad 
compleja, señalando que “la igualdad es una compleja relación de personas reguladas por los bienes que hacemos, 
compartimos e intercambiamos entre nosotros, no es una identidad de posesiones. Requiere entonces una diversidad 
de criterios distributivos que reflejan la diversidad de los bienes sociales” Zubiría (2012). 
 
un consumidor; lo que en últimas profundiza las condiciones de desigualdad en detrimento de los 
derechos de los menos aventajados. 
Así las cosas, conviene precisar que en la teoría Rawlsiana, la participación en la distribución de 
los bienes primarios depende de las capacidades con las que cuenten los individuos, siempre que 
la diferenciación en su repartición represente condiciones más benéficas para aquellos que tienen 
menos. En virtud de lo anterior, se infiere que el concepto de “bien” tiene una connotación 
económica, debido a que puede ser entendido como cualquier objeto susceptible de ser valorizado 
y apreciado en dinero, que presta una utilidad a quien lo posee.  
La anterior afirmación, trae como consecuencia que el concepto de bien primario, se vea inmerso 
en lógicas de comercialización de bienes (derechos) propias del neoliberalismo2, en el que quien 
posea el capital suficiente pueda adquirir derechos y ejercerlos plenamente, mientras que quienes 
se encuentren sometidos a escasos recursos económicos, no podrán hacer uso de los derechos y 
libertades, que aparentemente debían ser garantizados para todos. 
Esta problemática se evidencia en los Estados modernos al implementar políticas públicas3 que 
regulan la materialización de ciertos derechos; pero estas propuestas de índole administrativo, 
contrario a lo idealizado por Rawls, no han traído como consecuencia la mejora de las condiciones 
de vida de los ciudadanos en situación socioeconómica menos aventajada, sino que por el 
 
2 El sistema político y económico actual, que responde a las exigencias globales de acumulación de riqueza, basada 
en la comercialización de bienes y servicios, lo cual es una situación que atraviesa a todos los Estados y les impone 
su lógica de mercado. En ese sentido “una economía-mundo capitalista es una colección de muchas instituciones, 
cuya combinación da cuenta de sus procesos, todos los cuales están interrelacionados entre sí. Las instituciones 
básicas son el mercado, o mejor dicho, los mercados; las compañías que compiten en los mercados; los múltiples 
estados, dentro de un sistema interestatal; las unidades domésticas; las clases, y los grupos de estatus” Wallerstein 
(2014). 
 
3 “Los Estados cada vez más incapaces de cumplir sus funciones básicas de proveer a sus respectivas poblaciones 
de mínimos y aceptables servicios de seguridad, salud y educación pública.” Aguirre (2003). 
contrario, mantienen el statu quo, debido a que la forma genérica con la que el filósofo 
norteamericano delimita lo que puede o no considerarse como un bien primario, conlleva a que se 
entienda que dichos bienes, se refieren de manera exclusiva a la concepción moderna de derechos 
fundamentales, y que como consecuencia de ello, no se proporcionen condiciones que permitan el 
ejercicio pleno de otras clases de derechos como los económicos, sociales y culturales4. Lo que 
lleva a que la concepción Rawlsiana de bienes como derechos pueda estar limitada y no dar 
respuesta a las exigencias de sociedades cada vez más complejas, en las que vivir una vida plena 
no se reduce a la satisfacción de ciertas necesidades. Por lo cual no basta con que hayan sido 
distribuidos los derechos que se consideren esenciales, en la medida en que están orientados hacia 
la satisfacción de necesidades básicas, sino que dentro del espectro “distributivo” también es 
importante tener en cuenta otros derechos, cuyo reconocimiento de su titularidad en cabeza de 
determinado individuo o grupo, posibilite que realmente los seres humanos vivan en condiciones 
dignas. 
 
3. Bienes Primarios frente a la concepción de Derechos (fundamentales, económicos, 
sociales y culturales) 
Dentro de la concepción de la justicia como imparcialidad, Rawls define los derechos de los que 
todo miembro de la sociedad es titular, los cuales se encuentran armonizados con los principios de 
justicia que permiten el desarrollo de un sistema de cooperación dentro de una sociedad de 
hombres y mujeres libres e iguales, en la que la idea de bien es construida de manera independiente 
a doctrinas comprensivas con el fin de que se produzca un consenso traslapado, lo cual viene a ser 
 
4 Tal y como lo señala el profesor Rodolfo Arango, al indicar que este tipo de derechos “presuponen no ya el simple 
respeto a la libertad de los ciudadanos sino el otorgamiento de prestaciones a su favor” (Arango, 2005, p.144). 
el cimiento de la estructura básica de una sociedad que se encuentre bien ordenada, en la que se 
“establezca ciertas libertades básicas en pie de igualdad para todos, y que garantice que las 
desigualdades sociales y económicas se pongan al servicio del mayor beneficio posible de los 
menos privilegiados en un entorno de oportunidades justas para todos.” (p.246). 
El concepto de dichas libertades, es construido con base en lo que de manera general ha sido 
aceptado como esencial y necesario para el desarrollo de una vida digna, es decir todo aquello que 
resulta indispensable para el desenvolvimiento de un miembro cooperador de la sociedad; por lo 
cual en términos de Rawls  
los bienes primarios son condiciones necesarias para realizar los poderes morales y 
constituyen medios generales para un rango suficientemente amplio de finalidades, 
presupone varios hechos generales acerca de los deseos y las aptitudes humanas, 
las fases características y las necesidades de alimentación, relaciones de 
interdependencia social, y otros muchos factores (p.285) 
Por lo anterior, y en vista de la importancia que dentro de la teoría Rawlsiana tienen los ya 
mencionados “bienes” puesto que condensan las libertades básicas que se encuentran en cabeza de 
cada persona por el simple hecho de pertenecer a una comunidad; es que se puede realizar el símil 
entre los denominados bienes primarios de Rawls y lo que tradicionalmente conocemos como 
derechos fundamentales, debido a que dentro de la doctrina constitucional, se concibe este tipo de 
derechos como inherentes a la naturaleza humana e indispensables para la subsistencia; a su vez 
su reconocimiento no está atado a ningún tipo de ideología, lo cual los dota de un carácter 
transversal que abarca diversas libertades individuales. Estos derechos, dentro de los cuales se 
encuentran; la vida, la dignidad humana, la igualdad, la libertad, el debido proceso, la paz, entre 
otros, corresponden a las prerrogativas básicas para el desenvolvimiento político de los 
ciudadanos, lo cual va más allá de una declaración altruista, sino que se convierten en una 
herramienta que permite una relación justa entre los particulares y el Estado.  
Una vez realizada esta sucinta descripción de los derechos considerados como fundamentales 
dentro de la constitución, es posible advertir que corresponden a lo que Rawls considera un 
esquema de derechos y libertades básicos comunes a todos los miembros del conglomerado social, 
los cuales deben ser garantizados por las autoridades. No obstante, a partir de la progresiva 
constitucionalización del derecho y los procesos históricos que ha atravesado la humanidad, ha 
sido posible evidenciar el surgimiento de los denominados derechos sociales, con los cuales se 
busca dotar de eficacia las libertades primigeniamente reconocidas como esenciales, propiciando 
condiciones que permitan que los seres humanos vivan de manera digna y no que simplemente 
sobrevivan.   
Por consiguiente, estos derechos han sido reconocidos por diferentes Estados y en general dentro 
de la comunidad internacional a través del Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales 
y Culturales, mediante el cual se busca que derechos como la educación, la salud, la seguridad 
social, la vivienda, el trabajo, entre otros; sean respetados, promovidos y protegidos, puesto que 
es a partir de la practica efectiva de los mismos que se conquistan libertades no solo de carácter 
individual, sino para las distintas formas de asociación que se producen dentro de las sociedades 
modernas.  
De lo anterior resulta preciso señalar, que los derechos concebidos como fundamentales y aquellos 
a los que se ha denominado derechos sociales, se encuentran estrechamente relacionados, debido 
a que los primeros, son la base a partir de la cual los segundos pueden ser ejercidos; y estos últimos 
permiten reducir las desigualdades que imposibilitan el efectivo goce de las libertades que han sido 
concebidas como universales. Esto último resulta ser particularmente importante, puesto que en 
sociedades tan convulsionadas como la colombiana, los derechos sociales son una herramienta 
para trastocar un sistema inequitativo, en el cual todo se ha reducido en términos de costo 
beneficio.  
Como consecuencia de lo anterior, la caracterización de los bienes primarios, sin la mención de 
los derechos económicos, sociales y culturales, conlleva al desconocimiento de los mismos como 
mecanismos de transformación dentro de un Estado en el que las desigualdades han permeado de 
manera tan profunda su estructura básica, que estas ya no se encuentran justificadas como lo señala 
el segundo principio de justicia de Rawls, ni benefician a los menos favorecidos, sino que han 
conllevado a que se instrumentalice a los miembros menos afortunados de la estructura 
socioeconómica.  
 
4. Afectación del derecho a la Educación Superior a la luz de la Teoría Rawlsiana 
El modelo distributivo planteado en el Liberalismo Político de John Rawls considera que todos los 
ciudadanos requieren para la consecución de sus expectativas de vida racional de ciertos “bienes” 
que deberán ser distribuidos, bajo un parámetro que beneficie a las personas menos favorecidas; 
donde las desigualdades deberán ser justificadas, en razón a cargos o distinciones obtenidos 
conforme a un carácter meritocrático cuyo ejercicio sea de provecho para los más necesitados.  
Sin embargo, al llevar dicha acepción a la práctica, es posible evidenciar que una lógica distributiva 
pone de presente paradigmas relacionados con la propiedad, específicamente con la capacidad de 
adquirir o no un bien. Es por ello que el ideal de una distribución equitativa, en la que las 
desigualdades sean de provecho para quienes tienen menos resulta de difícil alcance, dado que 
aquellas personas cuya riqueza sea superior, podrán ejercer de manera plena las libertades que 
inicialmente habían sido concebidas para todos los ciudadanos y tener oportunidades con las que 
los ciudadanos de menores ingresos no pueden contar.  
Del mismo modo, es importante señalar que la ambigüedad con la que han sido definidos los bienes 
primarios ha conllevado al desconocimiento de derechos que irradian y hacen efectivas las 
libertades básicas, tal y como es el caso de los derechos económicos, sociales y culturales, dentro 
de los cuales se encuentra el derecho a la educación; el cual es concebido como un privilegio en 
sociedades que no se encuentran bien ordenadas y que según lo afirma Rawls hacen parte de una 
teoría no ideal, como es el caso de la sociedad colombiana, en la que la posibilidad de educarse en 
una Universidad de calidad cuando no se cuenta con los suficientes ingresos es mínima, dado que 
el Estado no provee condiciones que posibiliten que las personas de una condición socioeconómica 
inferior puedan llegar a educarse profesionalmente.  
Esto se ve reflejado en la falta de equidad en el acceso a programas de educación superior en el 
país y la adopción de políticas gubernamentales ineficaces, en las cuales no se brinda una solución 
real al problema, sino que resultan ser una medida paliativa ante una situación que tiene en jaque 
a la educación superior en Colombia. Este es el caso de programas como “Ser Pilo Paga” o 
“Generación E” los cuales han sido impulsados durante los últimos cinco años, el primero por el 
gobierno del expresidente Juan Manuel Santos a partir del año 2015 y el segundo por el gobierno 
de Iván Duque; este tipo de programas tienen como objetivo financiar los estudios superiores de 
jóvenes que hayan obtenido puntajes altos en las pruebas que evalúan la Educación Media y que 
no cuentan con los suficientes recursos para poder ingresar a una Universidad.  
En virtud de lo anterior, conviene señalar que según cifras del Ministerio de Educación Nacional 
el número de beneficiarios del programa “Ser Pilo Paga” fue de aproximadamente 40.000 
(Ministerio de Educación Nacional, 2017) jóvenes de los cuales aproximadamente un 79% 
(Cerosetenta – Centro de Estudios de Periodismos Universidad de los Andes, 2018) optaron por 
estudiar en universidades de élite, a las cuales en otras condiciones no hubieran podido acceder. 
Igualmente respecto del programa “Generación E”, el Ministerio de Educación Nacional señala 
que el número de beneficiarios es de 47.076 estudiantes (Ministerio de Educación Nacional, 2019). 
Esta situación implica la transferencia de recursos públicos hacia instituciones privadas y genera 
afectación en la Universidad Pública, puesto que según lo dispuesto en los artículos 86 y 87 de la 
Ley 30 de 1992, la educación pública superior del país es financiada en gran parte con aportes del 
presupuesto nacional, razón por la cual el sostenimiento de las instituciones de educación superior 
públicas, depende de los recursos que le asigne el gobierno nacional. Lo anterior conlleva a que 
exista un déficit en el funcionamiento de las instituciones educativas del Estado, en razón a que 
gran parte de los recursos se destinan a la financiación de un número relativamente pequeño de 
beneficiarios, dado que este programa “se basa concretamente en incluir dentro de la cobertura 
de calidad de educación superior a un grupo minoritario de estudiantes que cumplen con los 
requisitos que este exige, pero excluye a un porcentaje mayoritario” (Castro, 2016, p.17). 
En ese mismo sentido, se evidencia que el número de estudiantes beneficiarios de este tipo de 
programas es considerablemente menor en comparación con el índice de cobertura de la educación 
superior en Colombia, el cual para el año 2018 fue de 52,01% (Sistema Nacional de Información 
de Juventud y Adolescencia, 2018) , y más aún, teniendo en cuenta que este indicador, hace 
referencia al porcentaje de población entre los 17 y 21 años que se encuentra estudiando en una 
institución de educación superior, incluidos los jóvenes cuyas familias asumen sus gastos 
educativos o que han adquirido créditos con entidades financieras y que no son beneficiarios de 
ningún tipo de ayuda.   
Como consecuencia de lo anterior es posible evidenciar que el 50% de los egresados de educación 
media se emplean al concluir sus estudios de secundaria, sin tener ningún otro tipo de preparación, 
puesto que no cuentan con los recursos necesarios para ingresar a una Universidad, ni existe una 
política de Estado realmente inclusiva, dado que no se busca resolver los problemas estructurales 
del sistema de educación superior colombiano, sino que por el contrario se profundizan las 
situaciones de desigualdad en las que muchos jóvenes han crecido, haciendo aún más escasas las 
oportunidades de movilidad social. 
Ahora bien, al momento de analizar los programas como “Ser Pilo Paga” o “Generación E”, 
adoptados por el gobierno con el fin de subsidiar a los menos afortunados para que puedan ingresar 
en una institución de educación superior, con base en sus capacidades académicas, se puede 
evidenciar que tienen concordancia con los principios de justicia de Rawls, puesto que el 
otorgamiento de dicha distinción, obedecería al mérito de aquellos cuyos talentos han permitido 
que se presenten “variaciones”, las cuales aparentemente impulsan el desarrollo de una sociedad 
y la disminución de las desigualdades; cumpliendo así con lo previsto en el segundo principio de 
justicia el cual se fundamenta en el acceso a oportunidades. Por lo cual a luz de la teoría de Rawls, 
las desigualdades generadas en este programa, pueden ser toleradas ya que todos los estudiantes 
de bachillerato tienen la oportunidad de ser evaluados según sus competencias académicas, lo que 
en principio permitiría que todos estuvieran en igualdad para acceder a los beneficios del 
mencionado programa.  
No obstante dicha aseveración seria en efecto justa, si se tratara de una sociedad bien ordenada en 
la que la educación tuviera total cobertura, no se encontrara sectorizada y en la que los estudiantes 
de básica y media de colegios públicos y privados, contaran con las mismas herramientas 
conceptuales para afrontar este tipo de pruebas; es decir que no existiera una élite del 
conocimiento, sino que este fuera impartido de igual forma para todos.  
Lo anterior conduce a señalar que el modelo de justicia de Rawls es justo siempre que se 
desenvuelva entre personas con iguales capacidades, lo que quiere decir que en el marco de una 
teoría no ideal, las oportunidades que se le otorgan a aquellos menos afortunados no pueden ser 
igualmente aprovechadas en comparación con quienes han sido más afortunados y han contado 
con los medios necesarios para autorrealizarse.   
Igualmente, los postulados previstos por Rawls afirman que los principios de justicia deben ser 
promovidos respecto de los bienes primarios, por consiguiente, las aspiraciones que no hayan sido 
consideradas como este tipo de bienes, no pueden demandar recursos públicos por parte de las 
instituciones. Ello evidencia nuevamente las falencias de la teoría Rawlsiana, en relación con los 
derechos sociales, puesto que de no ser promovidos a través del gasto público, ello devendría en 
la afectación de libertades y garantías constitucionales; tal y como sucede cuando una persona de 
ingresos bajos, en el marco de la justicia distributiva, debe conformarse con los “bienes” que le 
han sido otorgados y ser miembro activo de la sociedad cooperadora bajo estas circunstancias, 
viviendo una vida digna en el contexto de sus posibilidades y capacidades; lo cual en el ámbito 
educativo podría traducirse como no ambicionar ingresar a una Universidad, sino aceptar su 
condición socioeconómica y estudiar programas de educación técnica o tecnológica, lo cual en 
últimas se reduce a la cualificación de su mano de obra.   
Con lo anterior, se pretende establecer la afectación generada al derecho a la educación superior, 
al ser interpretada bajo lógicas distributivas, en el que el ideal es favorecer a quienes tienen menos, 
pero que resulta favoreciendo a los ciudadanos más afortunados dentro de una sociedad, 
incrementando de esta forma las condiciones de desigualdad y generando mayores injusticias de 
las que pretendía evitar. Esto en razón a que si bien es cierto, los miembros de la sociedad cuyas 
capacidades y méritos les permiten acceder a ciertas distinciones o cargos deben ser apoyados por 
parte del Estado, también lo es que se requiere en términos de eficiencia del gasto público, que los 
recursos destinados para la promoción y protección de un derecho efectivamente redunden en la 
disminución de las condiciones de desigualdad, lo cual en el caso particular del programa “ Ser 
Pilo Paga” no fue posible puesto que desde el momento en que fue concebido, no se planteó como 
un mecanismo para solucionar las condiciones de acceso a la educación superior, sino que se 
estableció como una herramienta de financiación para los “Pilos” que produjo la crisis económica 
por la que atraviesa actualmente la universidad pública al no lograr satisfacer la demanda de 
estudiantes que aún sin ser “Pilos” exigen que el Estado les garantice el derecho a educarse y ser 




Las reflexiones de John Rawls entorno a la Justicia, condensadas en su obra el Liberalismo 
Político, giran en torno a la construcción de una sociedad que  tenga como eje de su funcionamiento 
la Justicia como imparcialidad ,por tal razón acude a planteamientos en los que la distribución 
equitativa de los “bienes” provenientes de la cooperación social, permitirán que los ciudadanos al 
ser concebidos como libres e iguales, tengan el mismo tipo de libertades y garantías para vivir 
dentro de una comunidad. Para ello conceptualiza acerca de los principios bajo los cuales una 
sociedad bien ordenada debe desarrollarse, haciendo referencia a las desigualdades que pueden ser 
toleradas dentro de una sociedad justa, las cuales se relacionan con la obtención de distinciones o 
cargos a los que todos hayan tenido la oportunidad de acceder, y que ello redunde en el beneficio 
de los miembros más vulnerables de la sociedad.  
Para el desarrollo de sus planteamientos se requiere que dentro del funcionamiento de la estructura 
básica de un Estado, dichos principios orienten la manera en la cual las instituciones públicas han 
de funcionar en pro de materializar los derechos que han sido concebidos como esenciales y que 
eventualmente serán objeto de dicha distribución, los cuales Rawls define como “Bienes 
Primarios”. 
Sin embargo, la acepción de “bien” y el planteamiento de su distribución, puede resultar ser un 
poco problemática puesto que deriva en lógicas apropiativas y de mercado, en las que todos 
aquellos con los suficientes ingresos y riqueza, pueden tener un goce efectivo de sus libertades y 
acceder a oportunidades; mientras que aquellos a los que la fortuna no los ha acompañado deben 
subsistir bajo condiciones mínimas. Ello conlleva a que el poder adquisitivo dentro del modelo 
económico actual, se convierta en una condición material para hacer efectivos los derechos de los 
ciudadanos perjudicando a los menos afortunados, en razón que al no contar con los medios 
suficientes, no pueden tener un goce efectivo de aquellas libertades que un principio habían sido 
concebidas para todos; puesto que su participación en la distribución de dichos bienes depende de 
las capacidades con las que cuentan.  
Lo anterior, trae como consecuencia que el concepto de bien primario, se vea inmerso en lógicas 
de comercialización, esta problemática se evidencia  principalmente en sociedades que hacen parte 
de la denominada teoría no ideal de Rawls, en las que la materialización de ciertos derechos se ve 
condicionada por los recursos económicos con los que cuenta una persona, situación que resulta 
perjudicial para los miembros de estratos socioeconómicos bajos, ya que coarta las posibilidades 
de mejorar sus condiciones de vida. 
Asimismo, al definir dichos “bienes” se concentra en la enunciación de libertades básicas de una 
manera genérica o si se quiere decir un poco vaga, lo cual denota cierta ambigüedad y deja de lado 
otras clases de derechos como lo son los derechos económicos, sociales y culturales los cuales 
luego del trasegar histórico por el que ha atravesado la humanidad, han sido concebidos como un 
medio para la consecución de garantías individuales y colectivas, bajo los cuales se busca fomentar 
la igualdad real, debido a que amparan la protección de condiciones materiales que permiten una 
vida digna. 
Es entonces cuando al indagar en la teoría rawlsiana, respecto de los derechos que esas 
instituciones deben efectivizar, se encuentra que se olvida o se deja de lado todo aquello que no 
haya sido definido como un bien primario, puesto que en términos de Rawls si estos se encuentran 
satisfechos, estamos frente a una sociedad justa. No obstante al tratar de aterrizar los postulados 
de justicia de Rawls, en sociedades no idealizadas como la sociedad colombiana, y en particular 
en relación con uno de esos derechos sociales que dentro de su teoría no han sido concebidos como 
esenciales, como lo es el derecho a la educación superior, se evidencia que este entra en las lógicas 
comercializadoras que enunciábamos con antelación puesto que su ejercicio se ve condicionado al 
poder adquisitivo con el que cuenta una persona. Adicionalmente con la promoción de programas 
que en apariencia buscan dar solución al problema de acceso a la educación superior como lo es 
“Ser Pilo Paga” o “Generación E” se beneficia a un reducido número de afortunados, mientras 
que la amplia mayoría que aspira ingresar a una Universidad, se enfrenta a un Estado insuficiente 
y burocratizado que no satisface la necesidad de brindar conocimiento de calidad, sino que impone 
cargas en el individuo y lo responsabiliza de poder o no acceder a una institución de educación 
superior. Esto en últimas lo que genera es que aquellos que no se eduquen profesionalmente, 
eventualmente tampoco puedan tener cargos y posiciones que les permitan mejorar sus 
condiciones de vida, por lo que el principio de diferencia enunciado por Rawls no tendría una 
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